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Se expide ley 
de saneamiento 
de predios ocupados 
por asentamientos 
humanos ilegales

lEy 2044 dE2020. congrESo dE colombIa.   

Mediante la Ley 2044 del 30 de julio de 2020, el Congre-
so de Colombia dicta normas para sanear de manera 
definitiva la propiedad de los asentamientos humanos 
ilegales consolidados y precarios en bienes baldíos ur-
banos, bienes fiscales titulables, y los que existan en 
predios de propiedad legítima a favor de particulares, 
cuya ocupación o posesión, sea mayor de diez (10 
años) y, de igual modo, se adopta aspectos para la ti-
tulación de predios de uso público a favor de entidades 
territoriales. 

Así las cosas, la Ley 2044 del 30 de julio de 2020 adop-
ta, entre otros aspectos, lo siguiente:

 Definición de asentamiento humano ilegal con-
solidado

Es el conformado por una vivienda o más, que por el 
paso del tiempo han logrado alcanzar un nivel de de-
sarrollo escalonado, cuyas edificaciones son de carác-
ter permanente, construidas con materiales estables, 
cuentan con la infraestructura de servicios públicos 
instalada, con vías pavimentadas, con edificaciones 
institucionales promovidas por el Estado, pero sus 
construcciones se encuentran ubicadas en predios 
públicos y/o privados sin contar con la aprobación del 

normatIvIdad vIgEntE

>>

propietario y sin ningún tipo de legalidad, ni planifica-
ción urbanística.

 Definición asentamiento humano ilegal precario
Es el conformado por una vivienda o más, que presen-
ta condiciones urbanísticas de desarrollo incompleto, 
en diferentes estados de consolidación, cuyas cons-
trucciones se encuentran ubicadas en predios públi-
cos y/o privados sin contar con la aprobación del pro-
pietario y sin ningún tipo de legalidad, ni planificación 
urbanística. Estos se caracterizan por estar afectados 
total o parcialmente por:

a. Integración incompleta e insuficiente a la estructu-
ra formal urbana y a sus redes de soporte. 

b. Eventual existencia de factores de riesgo mitigable
c. Entorno urbano con deficiencia en los principales 

atributos como vías, espacio público y otros equi-
pamientos.

d. Viviendas en condición de déficit cualitativo y con 
estructuras inadecuadas de construcción (vulne-
rabilidad estructural).

e. Viviendas que carecen de una adecuada infraes-
tructura de servicios públicos y de servicios socia-
les básicos.

Foto: Freepik.es
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f. Condiciones de pobreza, exclusión social y even-
tualmente población víctima de desplazamiento 
forzado.

 Transformación de bienes baldíos urbanos a Bie-
nes Fiscales, Bienes Fiscales Titulables o bien de 
uso público. 
Para esta transformación las entidades territoriales 
deberán identificar el bien baldío urbano que se pre-
tende convertir y realizar el estudio de títulos corres-
pondiente. A su turno, deberán solicitar la carencia de 
identidad registral a la Oficina de Registro de Instru-
mentos Públicos correspondiente y, por último, las 
entidades territoriales deben hacer la declaratoria de 
bien baldío mediante acto administrativo de carácter 
general y registrarlo en la Oficina de Registro de Ins-
trumentos Públicos. 

 Estudios técnicos y jurídicos 
Conforme a la Ley, los municipios o distritos podrán en 
el término de doce (12) meses posteriores a la promul-
gación de esta, realizar un estudio técnico y jurídico que 
permita establecer el área y la existencia por 20 años o 
más, de todos los espacios públicos construidos.

 Inventario de bienes de uso público y bienes 
afectos al uso público producto de la legalización 
de asentamientos humanos ilegales

Luego de realizar los correspondientes estudios 
técnicos y jurídicos, los municipios o distritos, por 
medio de sus alcaldes podrán en el término de seis 
(6) meses realizar un inventario de bienes de uso pú-
blico y bienes afectos al uso público producto de la 
legalización de asentamientos humanos ilegales, los 
cuales se encuentren señalados en actos adminis-
trativos o que por 20 años o más, se han conside-
rado como espacio público, independiente de quien 
ostente la titularidad del derecho real de dominio. 

 Declaratoria de espacio público mediante acto 
administrativo

Los municipios o distritos deberán realizar la declara-
toria de espacio mediante acto administrativo a favor 
de la entidad territorial donde se localizan. El acto ad-
ministrativo de la declaratoria servirá como reconoci-
miento urbanístico del espacio público existente y, en 
segundo lugar, hará las veces de título de propiedad a 
favor de la entidad territorial. 

En este punto resulta importante resaltar, que de 
acuerdo con el artículo 6 de la Ley, el acto de declara-

toria de espacio público será reconocido inmediata-
mente por las autoridades urbanísticas y catastrales 
competentes en cada municipio o distrito, y la en-
tidad territorial deberá tramitar la apertura del folio 
de matrícula correspondiente y su inscripción en el 
registro.

 Obtención de la propiedad por motivos de utili-
dad pública e interés social
En los asentamientos humanos ilegales consolidados 
que se encuentren ubicados en predios de propiedad 
legítima a favor de particulares, cuya posesión sea 
igual o mayor de diez (10) años, sin que el propieta-
rio legítimo y a falta de éste, sus herederos o terceros 
interesados hayan hecho uso de las instancias admi-
nistrativas y judiciales o habiéndolas hecho hasta la 
fecha no hayan podido adquirirlos, el ente territorial 
podrá obtener su propiedad a través de expropiación 
por vía administrativa, por motivos de utilidad pública 
e interés social.

 Programas de servicios públicos domiciliarios y 
articulación de la red de equipamientos
Por su parte, el artículo 16 contempla la posibilidad 
de realizar de manera simultánea con la legalización 
de los asentamientos urbanos la implementación de 
programas de servicios públicos domiciliarios y la ar-
ticulación de la red de equipamientos

 Reglamentación del procedimiento
El Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, en un 
término no superior a seis (6) meses posteriores a la 
promulgación de la ley, deberá reglamentar el proce-
dimiento que aplicarán las entidades territoriales en 
el marco de la titulación de asentamientos humanos.
En todo caso, los procesos de legalización y titulación 
urbanística deberán desarrollarse conforme a lo es-
tablecido en el respectivo Plan de Ordenamiento Te-
rritorial.

 Obligación de los municipios y distritos 
Es obligación de los municipios y distritos iniciar los 
procesos de legalización y regularización urbanística 
de los asentamientos humanos, que permitan reco-
nocerlos como barrios legalmente constituidos. Para 
lo cual, el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio 
deberá reglamentar el procedimiento que las entida-
des territoriales deben adoptar en un termino de seis 
(6) meses.

>>
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 Mitigación del riesgo o reubicación de familias 
afectadas
Respecto a aquellos predios que no sean aptos para 
titularse porque se encuentren en zonas insalubres o 
de riesgo de acuerdo con los instrumentos de planifi-
cación de los municipios o distritos, la Ley señala que, 
deberán ser objeto de estudio por parte de la respecti-
va entidad territorial. De otro lado, deberán implemen-
tar mecanismos para mitigar el riesgo, o en su defecto 
desarrollar programas de reubicación y/o reasenta-
mientos de las familias afectadas, en un término máxi-
mo de 4 años. 

 Valor de la indemnización
En cuanto al valor de la indemnización del predio don-
de se encuentre ubicado el asentamiento en los proce-
sos de expropiación por vía administrativa en el marco 
de esta Ley, se determinó que, sería el equivalente al 
10% del valor comercial del predio, valor que solo será 
pagado al propietario legítimo y a falta de éste a sus 
herederos.

 Responsabilidad de urbanizadores ilegales
Los procesos de legalización, normalización o sanea-
miento de la propiedad de predios urbanos no eximen 
de responsabilidad penal, civil, policiva o administrati-
va a quienes hayan incurrido en la conducta de urba-
nizar en contravía de las disposiciones legales o admi-
nistrativas pertinentes.

De igual manera, el funcionario público o el curador 
que otorga la licencia urbanística en cualquier modali-
dad al urbanizador ilegal tampoco quedará eximido de 
responsabilidad penal, civil, administrativa o policiva.

 Motivos de utilidad pública literales b y c del ar-
tículo 58 de la Ley 388 de 1997
Se establece como motivo de utilidad pública el desa-

rrollo de proyectos de vivienda de interés social, inclu-
yendo los de legalización de títulos en asentamientos 
humanos ilegales consolidados y asentamientos hu-
manos precarios, en urbanizaciones de hecho o ilega-
les diferentes a las contempladas en el artículo 53 de 
la Ley 9 de 1989, la rehabilitación de inquilinatos y la 
reubicación de asentamientos humanos ubicados en 
sectores de alto riesgo. 

Igualmente, se establece como utilidad pública la le-
galización de predios y/o asentamientos ilegales con 
mejoras o construcciones con destino habitacional.

 Plan Nacional de Regularización y Mejoramien-
to de Asentamientos Ilegales
El Gobierno Nacional, dentro de los seis (6) meses 
siguientes a la expedición de la Ley, debe someter a 
consideración del Consejo Nacional de Política Eco-
nómica y Social (CONPES), un documento en el cual 
se establezca un Plan Nacional de Regularización y 
Mejoramiento de Asentamientos Ilegales. 

Este documento deberá contener el plan de ejecución 
de metas, presupuesto y el mecanismo de seguimien-
to. A su vez, se deberá determina anualmente, la des-
tinación los mecanismos de transferencia y ejecución, 
el monto de los recursos y las entidades competentes.

 Retrospectiva de la Ley 
Finalmente, la Ley establece que, solo aplicará para 
aquellos asentamientos humanos ilegales consoli-
dados y precarios en bienes baldíos urbanos, bienes 
fiscales titulables, y los que existan en predios de pro-
piedad legítima a favor de particulares cuando pue-
dan demostrar la posesión por un tiempo mayor a 
diez (10 años) a la entrada en vigencia esta. Es decir, 
no aplicará para nuevos asentamientos humanos ile-
gales consolidados, ni asentamientos humanos ilega-
les precarios.
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Se incorpora lista 
indicativa de las actividades 
empresariales sujetas al 
régimen simple de 
tributación - SImPlE 

dEcrEto 1091 dE 2020. mInIStErIo dE HacIEnda 
y crédIto PúblIco.

Con el fin de facilitar la fijación de las tarifas por 
parte de los distritos y/o municipios con base en 
la clasificación de actividades económicas -CIIU y 
teniendo en cuenta el tipo de actividades desarro-
lladas, el Decreto 1091 de 2020 incorporó una lista 
indicativa que desagrega las actividades empresa-
riales establecidas por el artículo 908 del Estatuto 
Tributario referente a la tarifa del impuesto unifica-
do bajo el régimen simple de tributación – SIMPLE 
de acuerdo con los ingresos brutos anuales y a la 
actividad empresarial.  

Así las cosas, el Decreto en su artículo 24 incorpora 
el anexo 4 al Decreto Único Reglamentario en Ma-
teria Tributaria denominado “lista indicativa de las 
actividades empresariales sujetas al SIMPLE”, en el 
cual, se desagrega el numeral 2 del dicho artículo, 
y se incluyen las siguientes actividades relaciona-
das con el sector de la construcción y su cadena de 
valor:  

• Fabricación de materiales de arcilla para la 
construcción. 

• Construcción de edificios residenciales. 
• Construcción de edificios no residenciales 
• Construcción de otras obras de ingeniería civil. 
• Otras actividades especializadas para la cons-

trucción de edificios y obras de ingeniería civil. 
• Comercio al por mayor de materiales de cons-

trucción, artículos de ferretería, pinturas, pro-
ductos de vidrio, equipo y materiales de fonta-
nería y calefacción. 

Por lo tanto, para las anteriores actividades que se 
acojan a este régimen tributario simple, su tarifa 
será: 

Foto: Freepik.es
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Se dictan directrices 
frente a la aplicación del 
decreto 580 de 2020 
declarado inexequible por 
la corte constitucional

cIrcular ExtErna conJunta no. 
20201000000244. mInIStErIo dE vIvIEnda, cIu-
dad y tErrItorIo y SuPErIntEndEncIa dE SEr-
vIcIoS PúblIcoS domIcIlIarIoS.

Teniendo en cuenta que la Corte Constitucional 
anunció mediante Boletín No. 127 del 23 de julio 
de 2020, la inconstitucionalidad del Decreto Le-
gislativo 580 de 2020 por el cual se dictan medi-
das en materia de los servicios públicos de acue-
ducto, alcantarillado y aseo, la Superintendencia 
de Servicios Públicos Domiciliarios y el Ministerio 
de Vivienda, Ciudad y Territorio invitan a todos los 
agentes sectoriales para que, en el marco de sus 
competencias, realicen los ajustes presupuesta-
les, contables, de facturación y a los que haya lu-
gar, atendiendo que desde el 23 de julio de 2020 
se conoce el sentido del fallo. A su turno, señalan 
que, los actos administrativos proferidos con fun-
damento jurídico en el Decreto Legislativo 580 de 
2020 generaron situaciones jurídicas consolidadas, 
convalidadas y legítimas.

Así las cosas, proceden a analizar cada unos de los 
artículos del Decreto Legislativo 580 de 2020, con-
cluyendo las siguientes consideraciones:

 Subsidios para los servicios de acueducto, al-
cantarillado y aseo
Se recomienda a los entes territoriales y a los pres-
tadores de servicios públicos de agua potable y 
saneamiento básico, que modifiquen los contratos 
que debieron suscribir en desarrollo de este artícu-

lo, con el fin de ajustarlos a los porcentajes que se 
encontraban vigentes antes de la expedición de los 
acuerdos transitorios dictados en virtud del Decre-
to Legislativo 580 de 2020.

 Pago de servicios públicos de acueducto, al-
cantarillado y aseo por entidades territoriales
Se invita a los entes territoriales a que, por seguri-
dad jurídica y en virtud del artículo 4 de la Consti-
tución Política, se abstengan de seguir asumiendo 
el pago de las facturas en los términos habilitados 
por el Decreto 580. No obstante, respecto a los 
meses en los que hayan hecho uso de esta facul-
tad, deberán girar a las personas prestadoras la 
parte correspondiente de la tarifa. 

 Pago diferido de los servicios públicos de acue-
ducto, alcantarillado y/o aseo para las entidades 
sin ánimo de lucro como Zoológicos, Tenedores 
de Fauna, Aviario, Acuarios y Jardines Botánicos 
o entidades afines
Esta medida fue incluida en el artículo 7 del De-
creto Legislativo 819 de 2020, el cual se encuentra 
actualmente vigente.

 Aportes voluntarios de los usuarios
Se invita a los prestadores que, por seguridad ju-
rídica y en virtud del artículo 4 de la Constitución 
Política, se abstengan de seguir incorporando este 
concepto en sus facturas. No obstantes, respecto 

Foto: https://dontamalio.com
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de los meses en que hayan hecho uso de esta fa-
cultad, se deberán realizar los recaudos correspon-
dientes y darles la destinación para la cual fueron 
creados.

 Destinación de los recursos de la participación 
de agua potable y saneamiento básico en los de-
partamentos, distritos y municipios
Se invita a los entes territoriales que se abstengan 
de seguir destinando los recursos mencionados en 
este artículo a las actividades allí previstas. Sin em-
bargo, recuerdan que la habilitación del uso de los 
recursos del Sistema General de Participaciones 
para Agua Potable y Saneamiento Básico para ga-
rantizar el acceso al agua establecido en el Decreto 
441 de 2020 se encuentra vigente.

 Destinación del superávit para el servicio de 
aseo
Se invita a los entes territoriales que se abstengan 
de seguir destinando los recursos mencionados en 
este artículo a las actividades allí previstas.

 Ajustes regulatorios
Se aclara que las Resoluciones CRA 915, 918, 919, 
920 y 921 no fueron expedidas con fundamento 
exclusivo en el Decreto Legislativo 580, por lo cual, 
no se considera que tenga efecto directo sobre la 
vigencia de estas medidas. 

 Vigencia de las medias extraordinarias
Frente a la modificación del plazo prevista en este 
artículo, las entidades establecieron que:
I. Los artículos 2 y 3 del Decreto 441 de 2020 es-

tarán vigentes mientras dure la emergencia sa-
nitaria.

II. Los artículos 3, 4 y 5 del Decreto 528 de 2020 
mantienen su vigencia hasta que se notifique el 
fallo de la Corte Constitucional. 

Por último, el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Te-
rritorio y la Superintendencia de Servicios Públicos 
Domiciliarios recomiendan a todos los agentes 
sectoriales que se abstengan de adoptar nuevas 
decisiones con base en el Decreto 580 de 2020.
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comunIcado dE PrEnSa dEl 14 dE agoSto 
dE 2020. InStItuto gEográfIco aguStín co-
dazzI.  

El Instituto Geográfico Agustín Codazzi - IGAC, me-
diante la Resolución 727 de 2020 habilitó al depar-
tamento de Cundinamarca como gestor catastral, 
luego de verificar el cumplimiento de todos los re-
quisitos establecidos en el Decreto 1983 de 2019. 

En este orden de ideas, la Gobernación de Cundina-
marca prestará ahora el servicio de gestión catastral 
en 71 municipios del departamento, a saber:

Albán, Anapoima, Anolaima, Apulo, Arbeláez, Bituima, 
Cachipay, Cáqueza, Carmen de Carupa, Chaguaní, 
Chipaque, El Colegio, El Peñón, El Rosal, Facatativá, 

Fómeque, Fosca, Fúquene, Gachalá, Gama, Grana-
da, Guaduas, Guatavita, Guayabal de Síquima, Gua-
yabetal, Jerusalén, Junín, La Mesa, La Palma, La 
Peña, Lenguazaque, Manta, Medina, Nariño, Nemo-
cón, Nimaima, Nocaima, Paime, Pandi, Paratebue-
no, Pasca, Pulí, Quebradanegra, Quetame, Quipile, 
San Antonio del Tequendama, San Cayetano, San 
Juan de Rioseco, Sasaima, Silvania, Subachoque, 
Supatá, Susa, Sutatausa, Tausa, Tena, Tibacuy, Ti-
birita, Tocaima, Ubalá, Ubaté, Une, Venecia, Vergara, 
Vianí, Villagómez, Villapinzón, Villeta, Viotá, Yacopí 
y Zipacón. 

Lo anterior, en el marco de la implementación del 
catastro multipropósito en el país, y con el objeti-
vo de administrar su propio catastro y tener una 
actualización más rápida y eficiente de la informa-
ción.

El departamento 
de cundinamarca 
fue habilitado 
como gestor catastral

SabíaS quE…

Foto: www.elheraldo.co
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